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De los seis imputados en el caso
del Kárate, sólo uno, la ex esposa
de Fernando Torres Baena, ha ad-
mitido los abusos ante el juez. Los
otros cinco han negado haber
mantenido relaciones sexuales
con menores en el laureado gim-
nasio de kárate de Gran Canaria
que, según se desprendedel suma-
rio, funcionaba como una secta
que combinaba deporte y abusos.
Pero sus declaraciones son contra-
dictorias en algunos puntos. To-
rres Baena, por ejemplo, ha reco-
nocido haberse acostado con su
actual pareja (y también impu-
tada) María José G. P.; con otra
acusada, Ivonne G. H; y con una
alumna que ha declarado como

víctima. Eso sí, asegura que lo hi-
zo cuando ellas eran ya mayores
de edad. Las tres empezaron a en-
trenar en su escuela cuando eran
adolescentes. Ivonne, sin embar-
go, negó que hubiera mantenido
jamás relaciones sexuales con To-
rres Baena. Sólo ha admitido que
las tuvo con otro imputado, José
Agustín G. P., “porque era su no-
vio desde los 16 años”. Cuando le
preguntan por una menor que
también la acusa de abusos, dice
que le dio “algún morreo”, pero
que no hubo más. El juez de Las
Palmas que lleva el caso volvió a
decretar ayer el secreto de suma-
rio y ha llamado a declarar a nue-
vas presuntas víctimas.

Todos los imputados hablan

de que muchos de los menores
tenían relaciones sexuales entre
ellos y reconocen una cierta pro-
miscuidad entre los mayores, pe-
ro aseguran que no había nada
entre los mayores y los chavales.
Sobre el temade los supuestos be-
sos en la boca entre monitores y
alumnos, que segúnmúltiples tes-
timonios se producían de forma
habitual, como saludo, Torres
Baena señala que sucedía a veces
entre los monitores porque “mu-
chos de ellos son pareja”. Ivonne
G.H. lo saca del ámbito de la pare-
ja para afirmar que pasaba entre
los profesores que tenían “con-
fianza”. La otra imputada María
José G. P., también habla de que
era una “cuestión de confianza”
entre los maestros.

Los imputados dan explicacio-
nes sobre el hachís y los consola-
dores que se encontraron en la
casa de Playa de Vargas en la que
hacían las concentraciones —re-
uniones que, según el principal
acusado, “siempre” se han lleva-
do a cabo gracias a “subvenciones
del Cabildo y del Gobierno”—. Di-
cen que los juguetes sexuales
eran de uso privado y que nunca
se utilizaron con menores y que
tampoco se les invitaba a fumar
hachís. Pero, mientras María Jo-
sé G. P. afirma que lo llevaba ella
a la casa y que lo fumaba “de for-
ma esporádica por el doping”, To-
rres Baena, asegura que la droga
era “de gente que iba a casa a visi-
tarlos”. Sobre la pistola Derringer
del calibre 22 encontrada en su
casa, afirma que la recogió “en
una casa abandonada hace más
de 20 años” y que no sabía “que
fuera una pistola de verdad”.

Torres Baena asegura que en
las concentraciones en Playa de
Vargas se llevaban a cabo distin-
tos tipos de actividades. María Jo-
séG. P. diceque eran “campamen-
tos” para la “convivencia juvenil”,

pero que “no tenían que ver con
el kárate”. Finalmente, intentan
explicar por qué tantos menores
ymayores les han acusadode abu-
sos. En algunos casos dicen que
no se lo explican. En otros, que ha
sidopor venganza, porque esa víc-
tima en concreto estaba enfadada
por alguna razón. Torres Baena
acaba diciendo que “quiere hacer
constar que todo es una campaña
orquestada por una persona de
una federación y un club deporti-
vo” cuyo nombre no quiso dar.

Los alumnos de Fernando To-
rres Baena no respondían a un
perfil concreto. Había de todo: fa-
milias con dinero, de clase media
y más humildes; desestructura-
das y perfectamente en armonía,

según fuentes cercanas al caso. El
gimnasio en el que entrenaban
los chicos estaba en la calle Juan
Carló, en el centro de Las Palmas.
Es una calle angosta con edificios
de ladrillo de cinco o seis plantas,
poco lujosa, de clase media. La
escuela compartía espacio con un
centro de baile que ha colocado
un cartel en la puerta para dar fe
de que ellos no sabían nada de lo
que allí pasaba. En el barrio del
gimnasio hay tres institutos cono-
cidos, centros a los que los capta-
dores de la escuela acudían para
buscar alumnos con potencial.
Buscaban también en escuelas de
primaria, porque muchos niños
empezaban a entrenar con seis o
siete años.

EL SUMARIO DEL ‘CASO KÁRATE’

Contradicciones
entre los líderes
de la secta sexual
Cinco imputados admiten la
promiscuidad, pero no con menores

La Comisión de Peticiones del
Parlamento Europeo arreme-
tió ayer contra la Ley de Cos-
tas española. Diputados labo-
ristas y conservadores británi-
cos criticaron la norma por-
que, en su opinión, confisca
bienes a ciudadanos de buena
fe. “A mis votantes les reco-
miendo que no se compren
una casa en España”, dijo el
conservador Roger Helmer.
La directora general de Cos-
tas, Alicia Paz, defendió que la
Constitución define la primera
línea de playa como dominio
público y que todos los Gobier-
nos han aplicado la ley desde
que se aprobó, en 1988. Esto
fue una alusión al PP, después
de que Carlos Iturgaiz critica-
ra la “confiscación de bienes a
los propietarios, que se con-
vierten en okupas”.Hoy habla-
rán en Bruselas los afectados.

La Comisión de Peticiones,
que ya cargó en un duro infor-
me contra el urbanismo en Es-
paña, la emprende ahora con-
tra la Ley de Costas. Ha recibi-
do “decenas de quejas” de bri-
tánicos, alemanes y españoles
por lo que consideranuna apli-
cación abusiva de la Ley de
Costas, que transforma en con-
cesión de 60 años las casas
construidas legalmente antes
de 1988 en dominio público.
Las construidas ilegalmente
deben ser demolidas.

Helmer fue muy duro: “Si
España fuera a entrar hoy en
la UE tendría muchos proble-
mas por vulnerar el derecho a
la propiedad”. El laborista Mi-
chael Cashman no se quedó
corto: “Hay mucha corrup-
ción, algo que empaña la ima-
gen de España. (...) Es un país
totalitario”.

Compras de buena fe
Muchos jubilados europeos, la
mayoría británicos y alema-
nes, compraron casas en pri-
mera línea de buena fe, sin
que ni el banco ni el notario
les advirtiera de las servidum-
bres. Luego descubrieron que
no podían venderlas porque
no eran dueños, sino poseedo-
res de una concesión. Sus pro-
testas llevaron aLondres yBer-
lín a presionar a España para
suavizar la norma.

Alicia Paz dijo: hay “mucha
confusión” con la ley. “Hablan
de Cho Vito [un poblado cana-
rio derribado] pero todos los
tribunales han dicho que esas
viviendas fueron construidas
allí ilegalmente”. La Constitu-
ción, añadió, “ya hizo dominio
público” la estrecha franja jun-
to al mar, algo que “obliga a
primar el interés general so-
bre el particular”. Paz señaló
que, desde 1978, lo construido
allí es propiedad estatal y re-
cordó que el Constitucional
avaló la expropiación median-
te una concesión de uso.

La Sociedad Interamericana de
Prensa (SIP) ha ratificado su preo-
cupación por la condena a 21 me-
sesde cárcel yotros tantosde inha-
bilitación a dos periodistas de la
cadena SER por el presunto delito
de revelación de secretos tras la
divulgación en Internet de una lis-
ta de militantes del Partido Popu-
lar afiliados irregularmente en el
municipio de Villaviciosa de Odón
(Madrid). La asamblea semestral
de la SIP, celebrada en la isla cari-
beña de Aruba, ha recogido en su
documento de conclusiones una

alusión a las tentativas de legislar
sobre Internet en varios países,
“con objeto de procesar a los me-
dios por publicar informaciones
de interés general, con el pretexto
de su carácter confidencial, como
ha sucedido recientemente con
un fallo judicial en España”.

El pasado enero, poco después
de conocerse la sentencia de la
SER, la SIP ya se pronunció a tra-
vésdeunadeclaraciónde supresi-
dente de turno, Alejandro Agui-
rre, subdirector del Diario de las
Américas. “Se está creando un an-
tecedente penal peligroso para la
libertad de prensa”, dijo

La asamblea de la SIP ha de-
nunciado la oleadade violencia so-
bre losprofesionales de la informa-
ción. En los últimos seis meses
han sido asesinados en el conti-
nente americano 13periodistas. El
caso más reciente se produjo el
mismo día de la inauguración de
la reunión, en la región de Córdo-
ba (Colombia). Además, se han
producido numerosas agresiones
y amenazas, procedentes o del po-
der de turno o del ámbito delicti-
vo. La SIPha lamentado lamuerte
de 31 periodistas por el terremoto
de Haití. Las conclusiones inclu-
yen una referencia directa a la si-

tuación de los derechos humanos
en Cuba y al “calvario” del perio-
dista cubano Guillermo Fariñas.

La SIP advierte de que es cre-
ciente la tendencia a crear e impo-
ner legislación y normas restricti-
vas a la libertad de expresión y al
derechode informaryde ser infor-
madoy cita casos comoel deVene-
zuela, donde se han cerrado “de
maneraautoritaria” decenasde ra-
dios, cadenas de televisión abier-
tas y de cable.

La SIP agrupa a 1.300 publica-
ciones del continente americano y
promueve la libertad de expresión
mediante iniciativas diversas.

El Parlamento
Europeo carga
contra la Ley
de Costas por
“abusiva”

La Sociedad Interamericana de Prensa apoya
a los periodistas de la SER condenados
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Las concentraciones
en Playa de Vargas
tenían subvenciones
públicas


